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Defensoria

Provincia de Buenos Aires




                                                          La Plata, 2 de agosto de 2018.-




VISTO, el artículo 55 de la Constitución Provincial, los artículos 12, 27 y concordantes de la Ley Orgánica del Defensor del Pueblo Nº 13.834 y sus modificatorias, el artículo 22 del Reglamento Interno de la Defensoría, el Expediente administrativo N° 22800- 15683/17, y
CONSIDERANDO

Que las presentes actuaciones fueron promovidas el Sr. D C y otros padres, requiriendo la intervención de nuestro organismo como consecuencia del accidente de tránsito ocurrido el día 9 de septiembre de 2016 en la Ruta Provincial N°215, a la altura del kilómetro 94.500, en el cual se produjo el fallecimiento de sus hijos.

Que las tres víctimas de dicho siniestro resultaban ser jóvenes estudiantes de la localidad de San Miguel del Monte, quienes desarrollaban sus actividades en la ciudad de La Plata, razón por la cual se trasladaban habitualmente de una ciudad a la otra.

Que los reclamantes manifestaron que los tres estudiantes se trasladaban en un transporte público de pasajeros correspondiente a la empresa “Unión Platense”, desde la ciudad de La Plata hacia San Miguel del Monte, cuando a la altura de la ruta señalada y en sentido contrario, circulaba el vehículo particular contra el cual colisionó el colectivo en el que viajaban aquellos.

Que según refieren los reclamantes, el mencionado vehículo era “una camioneta Toyota que circulaba con un carretón enganchado que trasladaba maquinaria agrícola en sentido contrario... circulaba de noche (lo que está terminantemente prohibido), sin luces de ningún tipo, sin permisos e invadiendo el carril contiguo.”
Que asimismo destacan que la Ruta Provincial N° 215 posee una extensión de 109 km y conecta las localidades de Ensenada, La Plata, Lisandro Olmos, Ángel Etcheverry, Barrio El Rodeo, Gómez, Brandsen, Loma Verde, Gobernador Udaondo y San Miguel del Monte. El segmento Brandsen- San Martín del Monte, que comprende 60 km, no cuenta con banquinas, ni con la debida señalización, ni con la iluminación adecuada en ninguno de los accesos a las distintas localidades.

Que con motivo del siniestro se encuentra tramitando una causa penal, a través de la IPP N° 2870/2016, caratulada “A F  R s/ Homicidio culposo agravado por la pluralidad de víctimas fatales- art. 84 2° párrafo CP”, que tramita por ante la U.F.I.J. N°1 de Cañuelas y se encuentra a cargo del Juzgado de Garantías N°1, del Departamento Judicial de La Plata.

Que en su presentación inicial, los firmantes solicitan al Defensor del Pueblo se lleven a cabo acciones tendientes a la protección de los derechos colectivos de la sociedad: en particular, que las autoridades competentes garanticen la seguridad y prevención en la transitabilidad de la Ruta provincial N° 215, efectuando los controles respectivos tanto en la ruta, como en el servicio de transporte público mencionado.

Que solicitaron la presentación de la Defensoría del Pueblo en el marco del expediente judicial referenciado, a fin de coadyuvar a que se logren imponer las sanciones pertinentes a los responsables del hecho en cuestión.

Que los reclamantes acompañaron al requerimiento inicial un informe pormenorizado, junto con distintas fotografías dando cuenta del estado de la Ruta provincial N°215, dejando constancia del frecuente traslado de maquinaria agrícola a través de la traza; adunando también sendos petitorios dirigidos a la Gobernadora de la Provincia de Buenos Aires y al Presidente de la Nación, así como una copia de la memoria descriptiva elaborada por la Dirección de Vialidad Provincial respecto a la pavimentación y ensanche de un sector de la mencionada ruta.

Que esta Defensoría del Pueblo tomó intervención a través de la Secretaría Legal y Técnica, realizando diversas acciones y gestiones, de las que dan cuenta los pedidos de informes a la Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires y a la Comisión Nacional de Regulación del Transporte, que se encuentran adunados a fs. 30/31 y sus respectivos reiteratorios.

Que con fecha 1.9.2017, la Comisión Nacional de Regulación del Transporte -a través de la Subgerencia de Transporte de Cargas-, dio respuesta al requerimiento formulado por nuestro organismo, señalando que: “…si la maquinaria agrícola se encontraba sobre un camión con carretón... y si éste excedía los límites previstos en la Ley, en cuanto a largo y ancho, debería circular con un permiso otorgado a tales efectos por Vialidad Nacional... siendo responsable por el traslado, la empresa de transporte.”
Que asimismo, ante el requerimiento formulado por nuestro organismo a las autoridades nacionales y a la empresa de transporte que trasladaba a las víctimas, consta respuesta de la Subgerencia de Fiscalización de Transporte Automotor, dependiente de la Comisión Nacional de Regulación de Transporte (C.N.R.T.) en nota firmada con fecha 02.10.17, donde expresa que “... en nuestros registros no hay antecedentes ni de Inspecciones realizadas ni de Actas Labradas a la Empresa “UNION PLATENSE” desde el 01 enero 2016 a la fecha. Tampoco tenemos registros de inspecciones realizadas sobre la Ruta Provincial 215 por ser un trazado netamente provincial.”
Que en el orden local, la Dirección de Vialidad de la Provincia de Buenos Aires, a través del Departamento de Conservación, ha manifestado en su respuesta de fecha 26.09.17 que: “en cuanto a las medidas adoptadas... no existe en este Departamento registro de disposición alguna vinculada al acontecimiento... La maquinaria agrícola debe ser transportada de acuerdo a las Normas Generales, previa obtención del correspondiente Permiso de Tránsito tramitado... Habitualmente, el control del cumplimiento de las normas de tránsito en general, incluido el transporte de maquinaria especial y agrícola, se efectúa ya sea en puntos de control fijos o móviles, por parte de la Policía provincial.”
Que asimismo, se enviaron solicitudes de informes tanto a la Dirección de Política y Seguridad Vial como a la Superintendencia de Seguridad Vial de la Provincia de Buenos Aires, recibiendo respuesta de ésta última dependencia el 6 de marzo del corriente, donde señalan que de acuerdo al art. 2° de la ley 13.927 (Ley de Tránsito Provincial), la Policía de Seguridad Vial, dependiente de Policía de la Provincia de Buenos Aires, resulta ser el área competente para controlar el cumplimiento de las normas de tránsito en las rutas provinciales, incluido el transporte de maquinaria agrícola y la documentación exigible para circular.
Que explican asimismo, que en razón de tales competencias, los controles se realizan operacionalmente coordinados con la superioridad, en el marco de las distintas órdenes de servicio, previstas con antelación en lugares y horarios establecidos. En esa instancia se realiza el control de la documentación de los vehículos que circulan por el control policial.

Que señalan que particularmente la Ruta N° 215 no cuenta con espacios físicos apropiados ni banquinas para realizar controles estáticos, solamente se efectúan recorridas semidinámicas, careciéndose de registración respecto a los controles realizados, excepto que se constaten infracciones o se realicen secuestros de maquinaria. En el período 2016/2017 no existen registros de maquinaria agrícola infraccionada o secuestrada. 
Que para la fecha en que se produjo el siniestro, la Superintendencia de Policía de Seguridad Vial provincial informa que en cercanías de la zona se llevaron a cabo operativos (bajo la Orden de Servicio N° 8/16), dejando constancia que el vehículo en cuestión no pasó por el sector del operativo policial estático, sito en la Ruta Nacional N° 3, Km. 105,500.

Que es importante destacar que en el orden internacional, la Convención Americana de Derechos Humanos reconoce el derecho a la vida en su artículo 4, estableciendo que “toda persona tiene derecho a que se respete su vida”, y que “toda persona tiene derecho a que se respete su integridad física, psíquica y moral” en el artículo siguiente.

Que asimismo, el Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos establece en su artículo 6 inc. 1 que “el derecho a la vida es inherente a la persona humana. Este derecho estará protegido por la ley. Nadie podrá ser privado de la vida arbitrariamente.”
Que el artículo 10 de la Constitución bonaerense establece que “todos los habitantes de la Provincia... tienen derecho perfecto de defender y de ser protegidos en su vida...”, mientras que el artículo 12 inc. 1 reconoce que “todas las personas en la Provincia gozan, entre otros, de los siguientes derechos: A la vida, desde la concepción hasta la muerte natural.”
Que el “Informe sobre la situación de la Seguridad Vial en la Región de las Américas 2015”, realizado por la Organización Panamericana de la Salud y la Organización Mundial de la Salud, describe la Seguridad Vial en la Región de las Américas, destacando el compromiso de los países de mejorar la seguridad vial, designar un organismo de coordinación y desarrollar estrategias de seguridad vial nacionales o sub-nacionales.
Que por su parte el “Plan Mundial para el Decenio de Acción para la Seguridad Vial 2011-2020”, establecido mediante Resolución 64/255 de la Asamblea General de las Naciones Unidas de fecha 01/03/2010, tiene como objetivo general estabilizar, y posteriormente, reducir las cifras previstas de víctimas mortales en accidentes de tránsito en todo el mundo, aumentando las actividades en los planos nacional, regional y mundial, previéndose mecanismos para que los países adopten medidas coordinadas y concertadas, destinadas a dar una respuesta sostenible al problema de la seguridad vial.
Que la República Argentina acogió el Plan mencionado mediante una Declaración del Honorable Congreso de la Nación. Asimismo, se estableció que el Poder Ejecutivo a través de la Agencia de Seguridad Vial y de todos los organismos competentes, tendrá su cargo la organización e implementación de actividades en materia de seguridad vial, particularmente en los ámbitos de la gestión de la seguridad vial, la infraestructura viaria, la seguridad de los vehículos, el comportamiento de los usuarios de las vías de tránsito, incluidas las distracciones, la educación para la seguridad vial y la atención después de los accidentes, incluida la rehabilitación de las personas con discapacidad.

Que pese a la dificultad para acceder a las estadísticas oficiales de siniestralidad, y de acuerdo a los registros de que dan cuenta diversos medios de comunicación y asociaciones civiles cuyo propósito es prevenir los accidentes de tránsito, en nuestro país se pierden más de siete mil vidas anualmente como consecuencia de accidentes de tránsito, siendo una de las causas más comunes las conductas de riesgo y la escasa conciencia vial de la población.  
Que el art. 55 de la Constitución Provincial establece que el “Defensor del Pueblo tiene a su cargo la defensa de los derechos individuales y colectivos de los habitantes”, por lo que, de conformidad con el art. 27 de la Ley 13.834, corresponde emitir el presente acto.
Por ello,
EL DEFENSOR DEL PUEBLO
DE LA PROVINCIA DE BUENOS AIRES
RESUELVE
ARTÍCULO 1º: RECOMENDAR al Ministerio de Seguridad de la Provincia de Buenos Aires, a través del área con competencia específica, que intensifique el control del cumplimiento de las normas de tránsito en las rutas provinciales bonaerenses, en particular el transporte de maquinaria especial y agrícola, estableciendo un protocolo de actuación que prevea el registro de los operativos realizados, confeccionando estadísticas y campañas de concientización y educación vial en zonas rurales. Ello, de acuerdo a lo normado por el artículo 4 de la Convención Americana de Derechos Humanos; el artículo 6 inc. 1 del Pacto Internacional de Derechos Civiles y Políticos, y el artículo 10 de la Constitución de la Provincia de Buenos Aires, a fin de prevenir los efectos de la siniestralidad automotor sobre la vida humana. 
ARTÍCULO 2º: Registrar, notificar. Cumplido, archivar.
RESOLUCION Nº 27/18
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